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Bogotá D.C., 12 de septiembre de 2024 
 
Doctores 
DILIAN FRANCISCA TORO 
Gobernadora  
FRANK ALEXANDER RAMIREZ ORDOÑEZ 
Secretario de Infraestructura 
GOBERNACIÓN DE VALLE DEL CAUCA 
Cali - Valle 
 
 
REF. Contrato de obra No. 1.310.02-59.8-0581 del 23 de diciembre de 2021, 
ejecutado por CONSORCIO VIAS DEL VALLE.  
 
ASUNTO: Segunda recusación proceso administrativo sancionatorio 
 
 
Cordial saludo,  
 
 
MARCELA NAVARRETE SEPÚLVEDA, identificada civil y profesionalmente como 
aparece al pie de mi firma, actuando como apoderada de GRUPO IS COLOMBIA SAS, 
dentro del trámite sancionatorio que se adelanta en virtud del Contrato de obra No. 
1.310.02-59.8-0581 del 23 de diciembre de 2021, ejecutado por CONSORCIO VIAS 
DEL VALLE me permito presentar recusación en contra de los siguientes funcionarios: 
 
DILIAN FRANCISCA TORO – En su calidad de representante legal de la Gobernación 
del Valle del Cauca 
 
FRANK ALEXANDER RAMIREZ – En su calidad de secretario de infraestructura de la 
Gobernación del Valle del Cauca 
 
Con base en los siguientes fundamentos: 
 
 
 

I. FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

1. El 12 de agosto de 2024 actuando en calidad de apoderada de GRUPO IS 

COLOMBIA, integrante del CONSORCIO VIAS DEL VALLE, presenté escrito de 

recusación en contra de FRANK ALEXANDER RAMIREZ – Secretario de 

Infraestructura con base en la causal 1º del artículo 11 de la Ley 1437 de 2011, 

que establece:  
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. 

“Artículo 11. Conflicto de Interés y causales de impedimento y recusación. 

Cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el 

interés particular y directo del servidor público, este deberá declararse 

impedido. Todo servidor público que deba adelantar o sustanciar actuaciones 

administrativas, realizar investigaciones, practicar pruebas o pronunciar 

decisiones definitivas podrá ser recusado si no manifiesta su impedimento por: 

 

1. Tener interés particular y directo en la regulación, gestión, control o decisión 

del asunto, o tenerlo su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 

alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de derecho” 

 

Lo anterior teniendo en cuenta que el funcionario fue mencionado en el proceso 

penal que se adelanta el contra del señor JHON JAIRO CONDE CARRERA 

representante legal del CONSORCIO VIAS DEL VALLE, no solo porque se 

afirma que el procesado “tiene un video en su contra” sino porque el fiscal indica 

que el señor FRANK RAMIREZ podría “ser imputado o testigo” en dicho 

proceso. 

 

 

2. Al respecto, el 20 de agosto de 2024, el señor FRANK RAMIREZ no aceptó la 

recusación y remitió el trámite a su superior jerárquica, es decir la Gobernadora 

del Valle del Cauca, como lo establece el artículo 12 de la ley 1437 de 2011. 

 

3. Mediante Resolución 1.03.01-0619 del 4 de septiembre de 2024, comunicada el 

6 de septiembre de 2024, la doctora DILIAN FRANCISCA TORO, no aceptó la 

recusación interpuesta en contra del secretario de infraestructura y ordenó 

regresar el expediente al despacho de origen. 

 

4. En la mencionada Resolución en la página 5 se indica que la Entidad Pública 

Gobernación del Valle, funge como víctima en el proceso penal que se adelanta 

en contra del señor JHON JAIRO CONDE, representante legal del 

CONSORCIO VIAS DEL VALLE y que la causal invocada es incorrecta, tal y 

como se evidencia a continuación: 
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II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Por lo anterior, esta recusación se fundamenta en el artículo 11 numerales 5 y 7 de la 
ley 1437 de 2011 C.P.A.C.A., establecen lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 11. Conflictos de interés y causales de impedimento y recusación. 
Cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el interés 
particular y directo del servidor público, este deberá declararse impedido. Todo 
servidor público que deba adelantar o sustanciar actuaciones administrativas, 
realizar investigaciones, practicar pruebas o pronunciar decisiones definitivas 
podrá ser recusado si no manifiesta su impedimento por: 
 
(…) 
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5. Existir litigio o controversia ante autoridades administrativas o jurisdiccionales 
entre el servidor, su cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus parientes 
indicados en el numeral 1, y cualquiera de los interesados en la actuación, su 
representante o apoderado. 
 
(…) 
 
7. Haber formulado el servidor, su cónyuge, compañero permanente o pariente hasta 
el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, denuncia 
penal contra una de las personas interesadas en la actuación administrativa o su 
representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como 
parte civil en el respectivo proceso penal.” (Subrayas fuera del texto) 
 
 
En lo referente al concepto de parte civil en un proceso penal, ha dicho la Corte 
Constitucional en Sentencia C-228-2002, lo siguiente: 
 
“La Corte precisa que parte civil, víctima y perjudicado son conceptos jurídicos 
diferentes. En efecto, la víctima es la persona respecto de la cual se materializa la 
conducta típica mientras que la categoría “perjudicado” tiene un alcance mayor en la 
medida en que comprende a todos los que han sufrido un daño, así no sea patrimonial, 
como consecuencia directa de la comisión del delito. Obviamente, la víctima sufre 
también en daño, en ese sentido, es igualmente un perjudicado. La parte civil es una 
institución jurídica que permite a las víctimas o perjudicados, dentro de los 
cuales se encuentran los sucesores de la víctima, participar como sujetos en el 
proceso penal. El carácter civil de la parte ha sido entendido en sentido meramente 
patrimonial, pero en realidad puede tener una connotación distinta puesto que refiere a 
la participación de miembros de la sociedad civil en un proceso conducido por el 
Estado. Así, la parte civil, en razón a criterios es la directa y legítimamente 
interesada en el curso y en los resultados del proceso penal, como pasa a 
mostrarse a continuación. 
 
Existe una tendencia mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por 
la Constitución, según la cual la víctima o perjudicado por un delito no sólo tiene 
derecho a la reparación económica de los perjuicios que se le hayan causado, trátese 
de delitos consumados o tentados, sino que además tiene derecho a que a través del 
proceso penal se establezca la verdad y se haga justicia. Esa tendencia se evidencia 
tanto en el texto constitucional como en el derecho internacional y el derecho 
comparado.” (Subrayas propias) 
 
En este sentido, la condición de víctima por parte de la GOBERNACIÓN DEL VALLE 
en el proceso penal que se adelanta en contra del señor JHON JAIRO CONDE 
CARRERA, Representante Legal del CONSORCIO VIAS DEL VALLE, por hechos 
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relacionados con la ejecución del contrato obra 1.310.02-59.8-0581 de 2021, entre 
otros, configura causales de impedimento en la actuación de acuerdo con los 
numerales 5 y 7 del artículo 11 de la ley 1437 de 2011 CPACA, ya citados, pues es 
claro que la decisión que se adopte en el proceso sancionatorio en curso va a incidir 
en los intereses y pretensiones de la GOBERNACIÓN DEL VALLE DEL CAUCA en el 
proceso penal, por lo que no hay garantía de imparcialidad. 
 
Esto sin dejar de lado, que la participación y pretensiones de la Gobernación en el 
proceso penal, implican un prejuzgamiento en el proceso administrativo sancionatorio 
que se adelanta, con respecto al CONSORCIO VÍAS DEL VALLE en donde se 
encuentra implicado su representante legal JHON JAIRO CONDE, por lo que una 
entidad que se considera víctima de estos no puede a su vez al mismo tiempo decidir 
si los sanciona o no, porque la consecuencia es más que obvia. 
 
Por lo anterior tanto la doctora DILIAN FRANCISCA TORO en su calidad de 
Gobernadora y Representante Legal de la GOBERNACIÓN DEL VALLE, como el 
señor FRANK ALEXANDER RAMIREZ, se encuentran impedidos para intervenir en el 
proceso administrativo sancionatorio.  
 
De este modo, sobre las causales de impedimento y recusación ha dicho la Corte 
Suprema de Justicia1: 
 
“El precepto 11 del mencionado estatuto establece las causales que justifican o 
autorizan el retiro de los servidores públicos en una “actuación administrativa”, en una  
“investigación”, en la “práctica de pruebas” o en la toma de una “decisión definitiva”. Es 
decir, que en el mencionado cuerpo normativo se definen, expresamente, las únicas 
razones valederas para que una persona que ejerza funciones de orden administrativo 
en un asunto específico, se separe de ellas.  
  
Las causales de impedimento o recusación, entonces, están cimentadas en la 
prevalencia del interés general sobre el particular, y fueron concebidas por parte del 
legislador, con el claro objetivo de garantizar la imparcialidad y la transparencia 
propias de la función pública, para que no haya lugar a sombra o duda sobre los 
móviles que inciden en la producción o ejecución de una actuación de orden 
administrativo, de una investigación, de la práctica de una prueba o de la emisión de 
un acto administrativo definitivo, para enumerar los eventos en el marco de los cuales 
el legislador previó la configuración de los impedimentos y de las recusaciones”. 
(Subrayas propias) 
 
 

 
1 AC1573-2022 - Radicación n° 11001-02-03-000-2022-00448-00 
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En igual sentido, en lo referente a la garantía de imparcialidad en las actuaciones de 
los funcionarios públicos, para efecto de lo cual se encuentran consagradas en nuestro 
ordenamiento jurídico las figuras de   impedimentos y recusaciones, ha dicho la Corte 
Constitucional en sentencia C-496-2016: 
 
“En el ámbito continental, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dado contenido y 
alcance al concepto de imparcialidad como atributo de la administración de justicia. En el auto 
169 de 200938, la Corte Constitucional reprodujo algunos de los apartes más relevantes en 
este sentido, en los siguientes términos: 
 
“La imparcialidad del Tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una 
posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren 
involucrados en la controversia. El juez o tribunal debe separarse de una causa sometida a 
su conocimiento cuando exista algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del 
Tribunal como un órgano imparcial. En aras de salvaguardar la administración de justicia se 
debe asegurar que el juez se encuentre libre de todo prejuicio y que no exista temor alguno 
que ponga en duda el ejercicio de las funciones jurisdiccionales”. 
 
Sobre el alcance y los elementos del concepto de imparcialidad el Tribunal Internacional ha 
señalado que éste “supone que el Tribunal o juez no tiene opiniones preconcebidas sobre el 
caso sub judice. 
 
[…] Así mismo, la Comisión Interamericana ha distinguido al igual que otros órganos 
internacionales de protección de los derechos humanos, dos aspectos de la imparcialidad, un 
aspecto subjetivo y otro objetivo. 
 
El aspecto subjetivo de la imparcialidad del tribunal trata de determinar la convicción personal 
de un juez en un momento determinado, y la imparcialidad subjetiva de un juez o de un 
tribunal en un caso concreto se presume mientras no se pruebe lo contrario. 
 
Con relación al aspecto objetivo de la imparcialidad, la CIDH considera que exige que el 
Tribunal o juez ofrezca las suficientes garantías que eliminen cualquier duda acerca de la 
imparcialidad observada en el proceso. Si la imparcialidad personal de un tribunal o juez se 
presume hasta prueba en contrario, la apreciación objetiva consiste en determinar si 
independientemente de la conducta personal del juez, ciertos hechos que pueden ser 
verificados autorizan a sospechar sobre la imparcialidad” 
 
Así mismo, los “Principios Básicos relativos a la independencia de la Judicatura” aprobados 
por el VII Congreso de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento de la 
Delincuencia, 1990, señalan que la imparcialidad se refiere, entre otros aspectos, a que el juez 
no tenga opiniones preconcebidas ni compromisos o tome partido por alguna de las partes en 
el caso que se le somete. Así, se menciona la perspectiva según la cual la imparcialidad es la 
actitud sicológica de probidad y rectitud para administrar justicia. 
 
Lo anterior, según la jurisprudencia de esta Corporación, explica por qué el legislador, en 
ejercicio de la facultad de configuración normativa (artículo 150 nums. 1º y 2º C.P.), se vio 
precisado a incorporar en el ordenamiento jurídico las instituciones procesales de 
impedimentos y recusaciones, con las cuales se pretende mantener la independencia e 
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imparcialidad del funcionario judicial, quien por un acto voluntario o a petición de parte, debe 
apartarse del proceso que viene conociendo cuando se configura, para su caso específico, 
alguna de las causales que se encuentran expresamente descritas en la ley. 
 
La Corte diferencia el impedimento de la recusación en que el primero tiene lugar cuando el 
juez, ex officio, es quien decide abandonar la dirección del proceso, en tanto que la segunda 
se produce por iniciativa de los sujetos en conflicto, ante la negativa del juez de aceptar su 
falta de aptitud para decidir el litigio. 
 
Entonces, dentro del propósito fundamental de la función judicial de impartir justicia a través de 
diversos medios, “la administración de justicia debe descansar siempre sobre dos principios 
básicos que, a su vez, se tornan esenciales: la independencia y la imparcialidad de los jueces”, 
principios que se garantizan a través de las causales de impedimento y recusación reguladas 
por el legislador. 
 
Asimismo, la jurisprudencia de esta Corporación ha puntualizado que los atributos de 
independencia e imparcialidad del funcionario judicial están orientados a salvaguardar los 
principios esenciales de la administración de justicia, y se traducen en un derecho subjetivo de 
los ciudadanos en la medida que forman parte del debido proceso, establecido en el artículo 
29 de la Constitución y en los convenios internacionales sobre Derechos Humanos aprobados 
por el Estado colombiano. Sobre el particular señaló la Corte: 
 
“Los impedimentos constituyen un mecanismo procedimental dirigido a la protección de los 
principios esenciales de la administración de justicia: la independencia e imparcialidad del 
juez, que se traducen así mismo en un derecho subjetivo de los ciudadanos, pues una de las 
esferas esenciales del debido proceso, es la posibilidad del ciudadano de acudir ante un 
funcionario imparcial para resolver sus controversias. (artículo 29 de la Constitución 
Política, en concordancia con diversas disposiciones contenidas en instrumentos de 
derechos humanos, tales como los artículos 14.1 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 10º de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos)” (Subrayas fuera del texto) 
 
 

Si bien, la anterior providencia hace referencia a los funcionarios judiciales, no puede 
dejarse de lado que los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y los fundamentos constitucionales, aplican en las actuaciones 
administrativas, en donde se pretende sancionar a los particulares, por lo que en todo 
caso debe observarse el debido proceso consagrado en el artículo 29 de la 
Constitución Política. 
 
. 

En este sentido, en lo referente al debido proceso administrativo y la garantía de 
imparcialidad de los funcionarios intervinientes, ha dicho la Corte Constitucional en 
Sentencia C-162-2021, lo siguiente: 
 
“El debido proceso administrativo 
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución, el debido proceso se aplica “a 
toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. Al interpretar este artículo, la Corte ha 
definido el derecho al debido proceso “como el conjunto de garantías previstas en el 
ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en 
una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y 
se logre la aplicación correcta de la justicia”. 
 
 El debido proceso administrativo “no es un concepto absoluto”, sino que “presupone 
distinciones ordenadas por la propia Carta y por la ley, siempre que sean adecuadas a la 
naturaleza de la actuación de las autoridades públicas”. El debido proceso administrativo no es 
idéntico al debido proceso judicial, de tal modo que no se pueden trasladar de manera 
mecánica las garantías de este último al primero. 
 
El debido proceso administrativo se aplica a todas las actuaciones administrativas y debe 
garantizar “(i) el acceso a procesos justos y adecuados; (ii) el principio de legalidad y las 
formas administrativas previamente establecidas; (iii) los principios de contradicción e 
imparcialidad; y, (iv) los derechos fundamentales de los asociados.” 
 
De la aplicación del debido proceso administrativo se derivan una serie de consecuencias, 
tanto para la administración como para las personas. La Sala ha reconocido que de este 
derecho se desprenden una serie de garantías, como las que tienen las personas a: 1) 
conocer las actuaciones de la administración; 2) acceder ante la administración y ser oído por 
ella; 3) solicitar el decreto y la práctica de pruebas y controvertir las que otros soliciten y las 
que se practiquen; 4) ejercer el derecho de defensa; 5) impugnar los actos administrativos; y, 
6) gozar de las demás garantías establecidas en su beneficio. Estas garantías deben 
respetarse en todo el procedimiento administrativo, desde el inicio de la actuación, la 
formación y expedición de los actos administrativos, su notificación o comunicación, su 
impugnación y resolución, su ejecutoriedad y hasta su ejecución. 
  
Al hacer un análisis más detallado de las citadas garantías, la Sala describió las siguientes: 1) 
a acceder y ser oído durante toda la actuación; 2) a que se practique en debida forma la 
notificación de las decisiones; 3) a que el procedimiento se tramite sin dilaciones injustificadas; 
4) a que se permita a la persona actuar en todas las etapas del procedimiento, desde el inicio 
del mismo hasta su culminación; 5) a que la actuación la adelante la autoridad competente, 
con el respeto pleno de las formas previstas en el ordenamiento jurídico; 6) a gozar de la 
presunción de inocencia; 7) a ejercer los derecho de defensa y contradicción; 8) a solicitar, 
aportar y controvertir pruebas; y, 9) a impugnar las decisiones y promover la nulidad cuando 
ello corresponda. 
  
La Corte ha sido especialmente cuidadosa al referirse al debido proceso administrativo en 
contextos sancionatorios pero, en todo caso, también ha reconocido que el legislador tiene un 
amplio margen de configuración en materia de los procedimientos administrativos. Este 
margen, que incluye el diseño de los procedimientos, sus etapas, recursos y términos, entre 
otros aspectos, está sometido a unos límites, pues “esa discrecionalidad para determinar 
normativamente acerca de una vía, forma o actuación procesal o administrativa no es 
absoluta; es decir, debe ejercitarse dentro del respeto a valores fundantes de nuestra 
organización política y jurídica, tales como, la justicia, la igualdad y un orden justo (Preámbulo) 
y de derechos fundamentales de las personas como el debido proceso, defensa y acceso a la 
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administración de justicia (C.P., arts. 13, 29 y 229). Igualmente, debe hacer vigente el principio 
de la primacía del derecho sustancial sobre las formas (C.P., art. 228) y proyectarse en 
armonía con la finalidad propuesta, como es la de realizar objetiva, razonable y oportunamente 
el derecho sustancial en controversia o definición; de lo contrario, la configuración legal se 
tornaría arbitraria”. 
 
(…) 
 
El principio de imparcialidad 
 
Este principio, como ya se indicó, debe garantizarse en el procedimiento administrativo. 
En el contexto del procedimiento judicial, que es en el que se ha examinado con mayor 
profundidad por la Corte, se ha considerado el principio de imparcialidad, junto a la honestidad 
y honorabilidad del juez, como “presupuestos necesarios para que la sociedad confíe en los 
encargados de definir la responsabilidad de las personas y la vigencia de sus derechos”. Así 
mismo se ha destacado que el principio de imparcialidad tiene una dimensión subjetiva y otra 
objetiva. La primera tiene que ver con la probidad e independencia del juez, que no debe 
inclinarse a favorecer o perjudicar a ningún sujeto procesal. La segunda se relaciona con el 
que juez no debe tener contacto anterior con el asunto que debe decidir. 
 
El principio de imparcialidad en el contexto del proceso judicial se predica incluso si la 
autoridad que cumple la función judicial es administrativa. Así mismo, en materias como la 
disciplinaria y la de responsabilidad fiscal, el principio de imparcialidad es especialmente 
importante, como en general lo es en los procedimientos administrativos sancionatorios. En 
torno a este principio convergen el mandato del artículo 29 de la Constitución y el del 
artículo 209 ibidem, pues el principio de imparcialidad es, también, uno de los principios 
que rige la función administrativa. Esta convergencia es relevante, así no se trate de 
procedimientos administrativos sancionatorios, como lo puso de presente la Sala en la 
Sentencia C-1265 de 2005, al precisar que el principio de imparcialidad en el procedimiento 
administrativo implica, para las autoridades públicas, el deber de “atender los asuntos de su 
competencia sin otorgar ventajas a alguna de las partes comprometidas con la decisión y la 
obligación de actuar sin abusar de la posición dominante que el ordenamiento jurídico 
eventualmente concede a los órganos estatales”. 
 
 
 
En este orden de ideas, con base en la jurisprudencia citada, es claro que en el trámite 
sancionatorio que se adelanta con ocasión del contrato de obra No. 1.310.02-59.8-
0581 del 23 de diciembre de 2021, se ha visto afectado el debido proceso y el principio 
de imparcialidad, toda vez que la Entidad tiene pretensiones en el proceso penal que 
se adelanta en contra del representante legal del Consorcio JHON JAIRO CONDE 
CARRERA, por lo que se reitera, que la decisión que se adopte en el proceso 
sancionatorio en curso incidirá en los intereses de la entidad pública en el proceso 
penal, en aras de demostrar, reforzar y/o cuantificar su condición de víctima, lo cual 
vulnera el debido proceso administrativo. 
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Por tal razón, es procedente acudir a la figura de la recusación con el fin de 
salvaguardar el principio de imparcialidad que debe regir el procedimiento 
sancionatorio que nos ocupa. 
 
De este modo, la doctora DILIAN FRANCISCA TORO en su calidad de Gobernadora 
del Valle representante legal de la entidad territorial y el ingeniero FRANK 
ALEXANDER RAMIREZ en su calidad de Secretario de Infraestructura de la 
Gobernación del Valle, se encuentran impedidos para adelantar o sustanciar 
actuaciones administrativas, realizar investigaciones, practicar pruebas o pronunciar 
decisiones definitivas, en el trámite sancionatorio en curso. 
 
 
 

III. SOLICITUD 
 
En virtud de lo expuesto, conforme a la normatividad referida solicito respetuosamente 
que, en garantía del debido proceso e imparcialidad, se de trámite y se acepte la 
recusación, conforme al procedimiento previsto en el artículo 12 de la ley 1437 de 
2011 CPACA y en consecuencia: 
 

3.1. Se acepte la recusación y se disponga la separación inmediata del proceso 
al ingeniero FRANK ALEXANDER RAMIREZ en su calidad de Secretario de 
Infraestructura de la Gobernación del Valle, como quiera que se han 
configurado las causales dispuestas en los numerales 5 y 7 del artículo 11 
de la ley 1437 de 2011 CPACA. 
 

3.2. Se acepte la recusación y se abstenga de conocer del proceso la doctora 
DILIAN FRANCISCA TORA en su calidad de Gobernadora del Valle – 
Representante Legal de la Entidad, como quiera que se han configurado las 
causales dispuestas en los numerales 5 y 7 del artículo 11 de la ley 1437 de 
2011 CPACA. 
 

3.3. Se designe a otro funcionario competente y que garantice la imparcialidad y 
objetividad necesarias para el trámite del proceso administrativo 
sancionatorio por presunto incumplimiento del contrato de obra No. 
1.310.02-59.8-0581 de 2021, suscrito entre la GOBERNACIÓN DEL VALLE 
y el CONSORCIO VIAS DEL VALLE. 

 
 
 

IV. PRUEBAS 
 
Solicito se tengan como pruebas las siguientes 
 

http://www.grupoiscolombia.com/


 

 Nit:900 192 981-8 
                                                                                                                                                  

 
Dirección: Calle 112 No. 70-11 Barrio Morato Bogotá / Colombia 

Telf.: 533 01 64 – 533 19 73 Fax: 533 01 64 

www.grupoiscolombia.com 

 
4.1. Resolución 1.03.01-0619 del 4 de septiembre de 2024 suscrita por la doctora 

DILIAN FRANCISTA TORO – Gobernadora del Valle “Por la cual se resuelve 
la formulación de recusación en contra del Secretario de Infraestructura del 
Departamento del Valle del Cauca (…)”. 
 

4.2. Se incorporen a este trámite todos los documentos referentes a la calidad de 
víctima de la Gobernación del Valle en el proceso penal que se adelanta en 
contra del señor JHON JAIRO CONDE CARRERA, representante legal del 
CONSORCIO VIAS DEL VALLE. Esto teniendo en cuenta la prohibición a la 
entidad de exigir la presentación de documentos que reposan en su poder 
tal y como lo establece el artículo 92 del decreto 019 de 2012. 

 
 
 

V. NOTIFICACIONES 
 
Recibo notificaciones en el correo electrónico juridico@grupoiscolombia.com 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
MARCELA NAVARRETE SEPÚLVEDA  
CC 32.208.586 de Medellín 
TP 170.709 del CSJ 

 
2 ARTÍCULO 9. Prohibición de exigir documentos que reposan en la entidad. Cuando se esté adelantando un 
trámite ante la administración, se prohíbe exigir actos administrativos, constancias, certificaciones o documentos 
que ya reposen en la entidad ante la cual se está tramitando la respectiva actuación 
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